
El copamiento de los espacios urbanos por el comercio
informal, muchas veces manejado por mafias organi-
zadas, parece ser una de las principales causas de la
delincuencia que afecta a los habitantes de las grandes

ciudades del país, convirtiéndose en un foco propicio para las
acciones violentas debido a la competencia por ganar terreno y
presencia en distintos puntos. Ante la tolerancia —o más bien
impotencia— de la autoridad, miles de consumidores alimen-
tan un comercio que no respeta las normas básicas, en un inter-
cambio ilegal en el cual vendedores y compradores se ven fa-
vorecidos por un entorno que alienta la impunidad.

Uno de los sectores emblemáticos en la capital es el barrio
Meiggs, ubicado en el límite entre las comunas de Santiago y
Estación Central. Esfuerzos
anunciados y publicitados de
terminar con los toldos azules
que copan las veredas y que co-
bijan al comercio ambulante
—obstruyendo incluso el paso
del transporte público y afec-
tando gravemente a los negocios establecidos— han fracasado,
pues al desalojo responde una rápida reocupación, lo que ha
derivado en que haya áreas vedadas para el libre tránsito. La
tensión se extiende incluso hacia sectores donde opera comer-
cio formal, generando una verdadera tierra de nadie en térmi-
nos de seguridad.

Es lo que ocurrió con ocasión de la visita del presidente del
Senado, el senador Manuel José Ossandón, quien intentó reali-
zar —hace unos días— un recorrido por ese sector, acompaña-
do de dirigentes de la asociación para el desarrollo de Meiggs,
pero evitando las zonas más riesgosas. Durante una tensa ca-
minata, el senador recibió expresiones de reprobación de los
ambulantes, para luego ingresar al interior de una galería co-
mercial. Allí intentó realizar un punto de prensa en que los
periodistas le hicieron notar justamente que él había preferido
no recorrer ciertos lugares y le preguntaron qué le parecía el
que las autoridades y los ciudadanos tuvieran miedo o debie-
ran evitar algunas zonas, pregunta ciertamente pertinente, pe-

ro que el parlamentario estimó “una desubicación”. En eso es-
taba, cuando guardias y el administrador de la galería se acer-
caron en forma intimidante para reclamarle por no haber pedi-
do permiso para la actividad, lo que colocó en alerta a los
escoltas del congresista. Este finalmente salió del lugar y habló
con la prensa en un área más tranquila, en un costado de la
Alameda. Según el parlamentario, el objetivo de su visita era
dar a conocer la realidad de la informalidad y demostrar cómo
se ha perdido el control. Según sus palabras, el barrio Meiggs
se ha convertido en “una especie de Temucuicui en la Región
Metropolitana”. Es una observación acertada y que hace inevi-
table recordar episodios como la frustrada visita a esa zona de
La Araucanía intentada por la exministra del Interior Izkia Si-

ches, en los inicios del actual
gobierno. El incidente vivido
por el senador fue sin duda dis-
tinto, pero ha puesto en evi-
dencia la existencia de sectores
en la propia capital del país en
donde la segunda autoridad de

la república no puede entrar o incluso hablar con los periodis-
tas, so riesgo de sufrir agresiones físicas.

Y es que el deterioro de las ciudades, tanto en el cuidado de
la infraestructura como de la seguridad ciudadana, no logra
revertirse con la eficacia esperada después de los graves he-
chos de hace un lustro. Por el contrario, parecen consolidarse
áreas sin control por parte del Estado. Así, tanto las autorida-
des como las fuerzas policiales enfrentan la tarea largamente
pendiente de responder a la demanda ciudadana por un entor-
no seguro, donde no haya “bolsones” en los que se impone la
ley del más fuerte, con total ausencia del Estado de derecho. Tal
debiera ser, por lo demás, una de las prioridades del recién es-
trenado Ministerio de Seguridad Pública. En definitiva, recu-
perar la seguridad en los barrios implica ir más allá de acciones
efectistas y aisladas. Se requiere el concurso de todas las insti-
tuciones involucradas para implementar medidas de fiscaliza-
ción y desalojo que puedan mantenerse en el tiempo y romper
un círculo de impunidad que hoy parece imponerse.

Más allá de acciones efectistas, son necesarias

medidas sostenidas en el tiempo que permitan

romper la impunidad. 

Meiggs, ¿tierra de nadie?
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La Fiscalía Nacional Económica (FNE) ha solicitado al
Tribunal de Defensa de la Libre Competencia
(TDLC) que imponga una multa por abuso de posi-
ción dominante a Google. El motivo del requeri-

miento es que esta empresa impide o entorpece la libre com-
petencia en el mercado de aplicaciones y otros bienes digitales
en el sistema operativo Android. La multa solicitada es de
101.482 UTA, es decir, unos US$ 89 millones. Además, la Fis-
calía solicita que Google cambie sus prácticas para evitar estas
conductas en el futuro.

El caso es interesante, porque la gigante tecnológica ha
creado muchas aplicaciones gratuitas muy populares, que el
público utiliza sin pagar por ellas: correo electrónico, calenda-
rio, un navegador, una serie de
programas para tareas de ofici-
na y muchas otras. El objetivo
de esta estrategia es en parte
obtener información de los
usuarios, valiosa para los avi-
sadores que compran espacio
en el buscador de Google. En
otros servicios gratuitos, el in-
terés ha sido proteger su dominancia justamente en el merca-
do de búsquedas, que genera la mayor parte de sus ganancias.
Para esto creó el sistema Android, utilizado en Chile por el
96% de los teléfonos móviles. Con este se aseguró de que su
motor de búsqueda siguiera presente en los aparatos que se
han transformado en el medio principal de acceso a los servi-
cios de internet. Más aún, mantuvo un acuerdo, solo reciente-
mente descontinuado, para que también los iPhones tuvieran
como default el motor de búsqueda de Google, a cambio de
sumas que llegaron hasta los veinte mil millones de dólares
anuales. 

Con el tiempo, Google descubrió que también podía mo-
netizar parte de los gastos en que incurría con Android. Esto lo
logró mediante el cobro de comisiones a los autores de aplica-
ciones para ese sistema operativo, comercializadas y pagadas
por medio de Google Play. Aunque Apple tiene conductas

similares con su ecosistema de iPhones, su participación de
mercado en Chile es menor, por lo que la Fiscalía excluyó, al
menos por ahora, un requerimiento contra ella. 

Pueden existir ciertas razones atendibles para imponer
que los usuarios deban utilizar Google Play: esta tienda da ga-
rantías (aunque no certezas) de que las aplicaciones distribui-
das no contienen virus ni hacen phishing o tienen otros riesgos
que enfrentan quienes las descargan de la red. Es un argumen-
to ventajoso para la empresa, pues sirve de justificación para
imponer obstáculos a la competencia de sitios de descarga que
cobren menos a los desarrolladores de aplicaciones. De hecho,
existen alternativas a Google Play en Android, pero es una
operación complicada y se advierte en forma repetida al usua-

rio de los riesgos para la inte-
gridad del sistema operativo
de su teléfono. Tras esas adver-
tencias, solo los expertos se
atreven a usar esos canales. La
Fiscalía atribuye estas medidas
al objetivo de evitar la compe-
tencia; aunque es una motiva-
ción, no se debe omitir el ries-

go de aplicaciones no verificadas por una entidad confiable.
En este contexto, y tratándose de un tema con aristas múl-

tiples, sorprende, además del elevado monto de la multa que
se pide, el que uno de los argumentos sea la protección de los
desarrolladores de aplicaciones. Si bien resulta natural funda-
mentar una sanción en el daño infligido a los consumidores,
otra cosa es la defensa general de los creadores de contenido,
más allá de Chile. En efecto, la vasta mayoría de estos desarro-
lladores son extranjeros y no parece que la protección de ellos
sea necesariamente tarea de nuestro aparato de libre compe-
tencia. Por último, la Fiscalía solicita que Google cambie su
comportamiento. Siendo una empresa internacional, la pre-
gunta es si tal exigencia resulta viable de imponer e incluso si
podría eventualmente ser compatible con requerimientos de
organismos de competencia de otros países, abriendo inespe-
rados flancos de conflicto. 

Si bien es natural fundamentar una sanción

en el daño infligido a los consumidores, otra

cosa es la defensa general de los creadores de

contenido, incluso más allá de Chile.

Multa a Google

Tenía ganas de
escribir acerca de
Washington, de las
impresiones y te-
mores que azotan a
los Estados Unidos
bajo el caprichoso
g o b i e r n o d e
Trump, pero vino
el aterrizaje en la
c o n f u s i ó n y l a
irresponsabilidad.
La decadencia y el deterioro del Go-
bierno y del Frente Amplio son pan
de cada día.

Recién habíamos visto el bochor-
noso episodio de la presen-
tación del presupuesto
anual a cargo de la Dipres y
Hacienda. Las cifras no cal-
zaban. Ahora el subsecreta-
rio de Pesca, en una exposi-
ción en el Congreso, informó
que el sector industrial solo usó el
61% de su cuota el año pasado. Era un
93%. Despavoridos, los inversionis-
tas canadienses anunciaron el cierre
de su planta. El ministro de Econo-
mía aclaró que no hubo mala inten-
ción. Eso sí rápidamente se le ocurrió
que “sería una buena idea repetir la
votación”. Fue solo otro error de nú-
meros.

Es muy distinto cuando un pri-
vado se equivoca con las cifras. Otro
proyecto canadiense de tierras raras
fue detenido porque la Conaf detectó
un grave error. La empresa contó
606 árboles nativos, pero les faltaron
seis naranjillos. Hoy nadie se salva.
En esta alocada maratón para obte-
ner los permisos, los hospitales pú-
blicos en Rengo y Melipilla todavía

no se reciben. Las ranas y lagartijas
sintientes son más importantes que
la salud de los más pobres. Colbún
decidió suspender un ejemplar e in-
novador proyecto verde en el norte
por 1.400 millones de dólares. Y mu-
chas obras y desarrollos inmobilia-
rios sufren contratando ejércitos de
arqueólogos que excavan incansa-
blemente. Sobran los ejemplos de in-
versiones canceladas, suspendidas o
sumidas en la heroica lucha contra la
permisología. 

Este gobierno habló mucho del
litio. Un par de empresas chinas lo
explotarían para producir baterías en

Chile. Ese sueño también se desmo-
ronó. Se han dado muchas explica-
ciones, pero la realidad es más sim-
ple. El proyecto Rucalhue en el sur
sufrió un ataque. Se quemaron unos
50 camiones. Esta vez la víctima no
fue una forestal. Tampoco un agri-
cultor. Eran inversionistas chinos. El
embajador hizo ver su molestia. Fi-
nalmente se echaron para atrás. Aho-
ra solo nos queda cerrar los ojos y
confiar en que Codelco y SQM uni-
dos jamás serán vencidos.

Y mientras se despeja el caso De-
mocracia Viva —la exdiputada y ex-
presidenta de Revolución Democrá-
tica ya fue formalizada—, salta Pro-
cultura. Pareciera que el modelo es-
pañol de Iñigo Errejón, el otro
paladín de la moral acusado por abu-

sos sexuales, fue asimilado con des-
treza y celeridad. Había que adminis-
trar el botín a través de fundaciones.

Todos estos casos han develado
asombrosas conversaciones dentro
de la élite del Frente Amplio. El Pre-
sidente habría llamado a su amiga
psiquiatra pidiéndole autorización
para dar a conocer su relación profe-
sional. La doctora accede a la petición
presidencial. Ambos analizan y criti-
can a Larraín, el zar de la fundación
Procultura y exmarido de la especia-
lista. Nos enteramos de que casi fue
ministro. No lo logró gracias a Izkia
Siches. Pero su larga trayectoria so-

cial y política lo llevó, con
mucho éxito, a consolidar las
finanzas de Procultura. En
otra conversación, su tera-
peuta le manifiesta al Presi-
dente, con la espontaneidad
y franqueza del diván, su in-

terés por el programa “Mejor Ni-
ñez”. Le dice que el tema es su pa-
sión, y le ofrece colaborar “donde
sea”. Cada detalle es peor que el ante-
rior. Cada caso enreda aún más la
madeja. Así, el Frente Amplio se si-
gue hundiendo y naufragan sus
acompañantes. A estas alturas, ni la
corbata de Winter los salva.

Este grupo de jóvenes privilegia-
dos llegó al poder con ilusiones,
grandes ideas y relatos ejercitados en
asambleas y foros estudiantiles. Pero
carecían de experiencia y sentido de
la realidad. Afortunadamente apren-
dimos que gobernar exige trabajo y
responsabilidad. Basta ver los resul-
tados de la última encuesta CEP.
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Ni la corbata los salva

Cada detalle es peor que el anterior. Cada caso

enreda aún más la madeja. Así, el Frente

Amplio se sigue hundiendo.
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Por
Leonidas Montes

Quienes se presentaron a sí mismos co-
mo poseedores de un estándar moral nun-
ca antes visto en nuestro país y, por tanto,
dotados de una autoridad incuestionable,
han demostrado en
realidad estar muy
lejos de aquello, pues
su imagen era su-
puesta por ellos mis-
mos, pero los hechos
dicen otra cosa. No
es igual, obviamente,
conjeturar algo res-
pecto de sí que serlo
verdaderamente.
Más aún, por el ca-
rácter público de la
actividad política, es
necesario ser muy
cautos a la hora de
autoproclamar virtudes, pues entre pre-
sentarse como un dechado de cualidades y
contar sinceramente con esos atributos
suele haber una enorme distancia. 

El país requiere otro tipo de altura. No la
de quienes pronuncian palabras autoelo-

giosas sin ningún asidero, sino la de los que
“hablan” principalmente con el testimonio
y con una honestidad a toda prueba. Con la
fe pública no se juega y, por ende, defrau-

darla es una falta
muy grave. El ejerci-
cio de la política ne-
cesita a personas con
liderazgos morales y
no con moralina de
papel mojado, que se
deshace apenas se
ahonda un poco más
en ellos. 

Es conveniente
que los electores ten-
gamos muy presente
esto a la hora de vo-
tar en las contiendas
que se avec inan .

También es una responsabilidad ciudadana
darse cuenta de que gobernar exige pudor
moral y no elocuencias improvisadas que
esconden el desfalco del erario público. 

D Í A  A  D Í A

“Superioridad” moral
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—No digas nunca que está mal pelado el chancho, mira que si te llega a
escuchar un animalista...

En el contex-
to contemporá-
neo de amenazas
híbridas y asimé-
tricas, los datos
personales se han
consolidado co-
mo vectores críti-
cos para la seguri-
dad nacional. La
información que
individuos gene-
ran en entornos digitales —desde
metadatos de comunicaciones hasta
patrones de consumo— constituye
una fuente de inteligencia operativa
que permite a los Estados anticipar,
mitigar y neutralizar riesgos emer-
gentes.

La capacidad estatal de procesar
grandes volúme-
nes de datos (big
data), aplicando
técnicas de análi-
sis predictivo e in-
teligencia artifi-
cial, ha transfor-
mado la doctrina
de seguridad. La
prevención del terrorismo, el comba-
te al crimen organizado transnacio-
nal y la ciberdefensa dependen cada
vez más de la correlación de datos
personales diseminados en múltiples
plataformas.

El conocimiento que Estados u
organizaciones foráneas tengan de
nuestros patrones de desplazamien-
to, consumo energético, producción,
riesgos, debilidades en nuestra infra-
estructura crítica o falta de inversión
en defensa o sistemas de seguridad,
constituye un activo preciado por
medio del cual se podría condicionar
nuestra independencia y poner en
riesgo nuestra seguridad nacional.
Por ello, resulta determinante que el
Estado comience a mirar los datos

que posee y (mal) administra de una
forma estratégica, que permita au-
mentar la eficiencia en el uso de re-
cursos públicos y a su vez proteja
nuestra soberanía. No obstante, el
uso de estos datos plantea desafíos
normativos y éticos. Su tratamiento
debe cumplir estrictamente con prin-
cipios de legalidad, finalidad, propor-
cionalidad y minimización, tal como
lo exigen marcos regulatorios como
el GDPR, en Europa; nuestra Consti-
tución, desde 2018, o la renovada Ley
19.628. Así, la recolección y su trata-
miento deben realizarse con estánda-
res éticos y la reserva adecuada para
el logro de su objetivo y la protección
de los ciudadanos. Se trata de infor-
mación agregada que no permita
identificar personas pero que sirva

para analizar pro-
cesos y crear mé-
tricas. Además, es
imprescindible
que los organis-
mos de inteligen-
cia y seguridad
cuenten con siste-
mas robustos de

gobernanza de datos, auditorías in-
ternas y supervisión independiente
para evitar excesos o usos indebidos.

La arquitectura de seguridad na-
cional moderna requiere una articu-
lación efectiva entre protección de
datos, interoperabilidad institucio-
nal y cooperación internacional. Pe-
ro, sobre todo, necesita asegurar que
la confianza ciudadana no se vea ero-
sionada. En un ecosistema digital in-
terconectado, proteger los datos per-
sonales no solo es un imperativo éti-
co, sino una condición esencial para
la resiliencia del Estado frente a ame-
nazas emergentes en la era de la gue-
rra digital y el cibercrimen.
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Protegerlos no solo es un

imperativo ético, sino

una condición para la

resiliencia del Estado. 

Por
Felipe Harboe
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Datos personales y
seguridad nacional
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